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Sala Segunda. Recurso de ·amparo número 12/1982.­
Sentencia número 83/1982, :le 20 de octubre.

Corrección de errore$ en el texto t:..e las sentencias del
Tribunal Constitucional. publicadas en los suple­
mentos al -Boletín Oficial del Estado- números 1111
y 197, de 4 y 18 de agósto de ll1Ba, respect.ivamente. 16

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sa:a Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Uorente, don Francisco Tomás y Valiente. don PlAcido
FernAndez Víagas y don Antonio Truyol Serra, Magistrados, ha
pronundado

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 40/1932, promovido por
don José María Calvlño iglesias, don Francisco Fernández M....
rugAn, don Roberto Dorado Zamorano y don Ramón Gómez-Re­
dondo, representados por el Procurador don José Luis Granizo
y García Cuenca y asistidos por el Letrado don Tomás de la
Cuadra Salcedo, contra sentencia del Tribunal Supremo de 15 de
enero de 1982, que declara la lnadmislbilidad del recurso contra
el cese del Director general de Radio Televisión Espai\oJa_
Habiendo comparecido el Minísterio Fiscal y el Abogado del
Estado y siendo Ponente el Magistrado don Francisco Tom....
y Valiente, quien expresa el parecer de l. Sala.

que la siguieron -son actos dlrlgidOli oontre. la letra y el "spl·
ritu del Estatuto de RTVE. y hechos en fraude a la Ley que
afectan e infringen los derechos fundOJr.entales de libertad de
expresión contenidos en el artlc'u1o 20 de la Const:tución Es­
pa.i\ola y las garantías establecídao pars su ejercicio en los
medios de comunicación del Estado. Por esta causa pedían al
Tribunal Supremo que anulase -los acto. recurridos._ Para in­
terponer el recurso se consideraban legitimados -en su doble
condición de miembros del Consejo de AdtrJnistración. de RTVE .
ay además romo simples cluda.da.nos-¡ en función 'de la primera
condición afirman tener _determinados derechos con respecto al
nombramiento y cese de los DIrectores del Ente Público, que se
han Visto menoscabados por 3CtuaciODCs contraries al ordena­
miento y en fraude a la Ley y que infringen además derechos
fundamentales-; como ciudadan')s SE: consideran también afec­
tados en sus derechos constitucionales l:l la libertad de expre­
sión del articulo 20.1. a) y 3 de la CE. En virtud de tocio ello
creen poseer .legitimación activa a tenor del artículo 6 de la
Ley 62/1978 Y de su remisión a .a Lev de la Jurisdicción Conten­
'Ciaso-Administrativa (en adelante LJeAl, cuyo artículo 28.1.8l
considera legitimados para demandar la anulación de 'etos
de la. Administración «a los que tuvieren interés. directo en
6n ello-, pues consideran que son titular~ de derechos funda­
mentales afectados por los actos que impu.gnan y que «tienen
además· un interés directo en el respete y mantenimiento de la
légalidad establecida en garantla d~ la libertad de expresión•.

2.· La Sala Tercera de lo COJ'tencioso· Administrativo del
Tribunal Supremo resolvió el tee'UI'SQ prl.r sentencia de 15 de
enero de 1m. En elia, y tras aludir a qu, tanto el Ministqio
Fiscal como el Abogado del Estado&legeIOn la falta de !egiti­
mac:ión activa de los recurrentes, la 58._'(1 pasa a analizar la
concurrencia o no de este presupl1estú procesa.l, pare. conduir
reconociendo su inexistencia en. eJ presen ~c caso, y declarar por
consiguiente Ja inadmisibilidad jel recU:i:SC Las principa;es razo·
Des esgrimidas a tal ·efecto por el Tribunal Supremo son:'
al el articulo 7_1 del Este.tuto de RTVE "lOe que su Consejo. de
Administración se compone dedooe miembros, y el párrafo
segundo del mismo artículo señ.ala Que JOS acuerdos del Consej:o
se tomarán por maYQIia, por lo ...."Ual .para. a.ctuar en la condI­
ción de miembros de ta; persona. iurídice :ii= ~uiere un acuerdo
mayoritario-, pues la voluntad de ta~ penooa jurídica. (.el Cun·
seJo de Administración de RTVFJ se forrr.i:t. por l~ decISión ma­
yoritaria tal como establece la norma citeda 001 Estatuto que
e. la LeY por 1.. que ha de regu~arse la capacidad de la citada
perscna colectiva a tenor del articulo 37 de! CÓdIgO CIVIl; .. por
COllsocuencia debe estimarse la 7&lt3. de .B-g.'Ei mación, por actuar
atribuyéndose facultad, cualidad. o represa,tación del ~::lte PÚ­
blico RTVE, aun siendo miembros del mismo.; bl nJ la Ley
62/1978, ni la WCA, establecen acción popular en favor de
cualquier ciudadano para ~mpugnar «in genere- actos d8 l~
Administración, ní tampooo para ataca!' aqueUot que ~~ CO¡:~?­

deril atentatorios contre. d,;rech:Js fundamentales o hb"?r'.¿:¡,d,~s
públicas, antes bien el articulo 28.1.a) de la WCA exige. un
«interés direct.o-, «interés que no puede afirmarse exista en

Sala segunda. Recurso de amparo número 40/82.
Sentencia número 60/1982, de 11 de octubre.30180

ANTECEDENTES

l.· El dia 4 de noviembre de 1981 don José María Calvii\o
Iglesias, don Francisco Fernández Marugan, don Roberto Do­
rado Zamorano y don Ramón Gómez Redondo, todos ellos Con­
sejeros del Consejo d" Administración del Ente PÚblico Radio
Televisión Española (en adelante RTVEJ, interpusieron recur­
so contencioso· administrativo al amparo del artículo 6 de la
Ley 62/1978, de 26 de diciembre, contra los Reales Decretos
!3B7/1981 y 2388/1981. ·ambos de 23 de octubre, que contenían
'1 cese de don Fernando Castedo y el nombramiento de don
:::arlos Robles como Director general del dtado Ente Público,
>sí como contra la exigencia di> presentación de la dimisión
je su cargo formulada al señor Castedo por el Pr66ldente del
::;Obi8rno. Formalizado días después oportunamente el recurso
JOntra los tres objetos citados, los recurrentes argumentaron
~ue la dimisión del señor Castedo fue exigida a éste contra su
Joluntad y por discrepancias politi""" y disciplina de partido
, . que el Estatuto de RTVE ni siquiera ha mencionado eótre
·as causas del cese del Director general la dimisión (artículo 12
le la Ley 4/1980•.de 10 de enero, en adelante citada como
""tatuto de RTVEJ, por 10 que antlenden que la ha excluido ..
l.1 menos que no ha expresado quién pueda aceptarla. Entienden
.lti los recurrentes que la exigenola de O8lle del señor .Castedo
'n contra de su voluntad _ un acto que viola las garantíll8
nstitucionales este.blecidas (en el Estatuto de RTVEl en des­
IITOllo de la libertad de expNSlóD.> y que, por consiguient!"
mto la exigencia de dimisión, 00Dl(l el <:>He y .1 nombramiento
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ninguno de los recurrentes en relacl~ COIl los actos qoe 1m.
pugnan, que afectan a personas distintas•.

3.° Contra esta sentencia Interpusieron & g de febrero de
1982, los ~CUITentes recurso de amparo por entender que viola
el articulo ~.1 de la Constitución &l desconocer el derecho
8. una tutela etect1V& por los Jueces y Tr~bunales. Piden • este
Tribunal que otorgue el amparo sol101tado; declarando 1& nul1­
dad de 4a sentenqia. dé 16 de enero de 1982, Y acordando la
devo'ución de las actuaciones a la Sata para que dicte sentencia
sobre el fondo del asunto. La violación del derecho a la tutela
ludicia; efectiva COD3iste .. su lu1clo en que si están legit~mados
para ir.terponer el recurso contencioso·administrativo qUE" inter·
pusieron ante el Tribunal 5uprsno. la d8ClsIÓ1l de 68te .hurta .su
d'?recho fundamentaJ a obt-lmer una. resolución sobre el fondo del
asunt6-, En cOnsecuencia 1& argumentación de su demanda
está. orientada 8. demostra.r que sí tienen legitimación' activa
pa.ra actuar "POr el procedimIento de la Ley 82/H~78. contra los
Reales Decretos 2367/1981 y 2388/1981 Y contra la exigencia
de dimisión formulada al sefior Castedo por el Presidente del
Gobierno. A tal efecto reproduoen su argumentación contra ésta
en términos semejantes a los que Ya expusieron en la dema.nda
inicial e insisten en que tal exigencia y el cese subsiguiente
..constituyen una flagrante violación de las normas establecidas
en el Estatuto de R'FVE pera hacer via.ble y garantizar los de­
rechos fundamentales recogidos en el artículo 20.1 y 3-. _

Los recurrentes rebaten los argumentos del Tribunal Su­
premo en contra de su legitimación activa 00Il el si,guiente r....
zonamiento: al Aunque así lo afirme 1,.' Sala del TTibun&l Supr8-'
mo los recurrentes no accionaron en nombre del Ente Público,
ni atribuyéndose la representación del Consejo de RTVE. sino
en su condición de miembros de éste: bl la negación de legiti­
mación desde su condición de ciudadanO! tal como aparece
formu'ada en la sentencia que impugnan, no les afec~, pues
el Tribuna.l Supremo conecta su falta de _interés directu_ a la
COndición de ciudade.no, pero no a la doble condición de ciuda­
danos y miembros del Consejo de Administración de RTVE que
fue la invocada por ellos en su demanda. De este modo el
Tribunal Supremo no entra & valorar los derechos e intereses
1egitimos de los recurrentee que se derivan de su condidón no
de representantes del Consejo. sino de miembros del mismo
y que constituían el fundamento principal de· su legitimación
activa. El articulo 24.1 de la CE ha resultado violado asi por
el Tribunal Supremo, pues tal precepto constitucional reconoce
el derecho a la. tutela iudicial efecllva no solo de los derechos.
sino también de los -intereses leJÓtimos- y ellos 10 tienen como
miembros del Consejo de RTVE. para defender las garantfas
instttuciona.les que a través de los órganos de. &quél Ente Pú­
blico están dirigidas a proteger los derechos del articulo 20.1. al
y dI Y 20.3, de la Constitución. Del contenido esencial del
articulo 24 se desprende qUe se viola el derecho a una tutela
efectiva "'uando a una p~Son& que as portadora cuaUfic&da
de un derecho o en todo caso de lnterél!! legítimo se le priva

. de la capacidad de actuar a.nte un Trtbunal. Los J'('lcurrentes
invocaron su condición de miembros del Consejo de RTVE, para
demostrar q1M! en cuanto tales tienen unos derechos y obllgacio­
!les relaci<mados. entre otros aspectoa, COn el nombramiento y
cese de los Directores, y si esos derechos no quedan satisfac­
toriamente cubiertos _por el órgano colectivo ConseJo de Adm1~

nistraci6n, es innegable a su juicio que tiene un interés d1rec-.
to Y más aún un deber y por 10 tanto un derecho a. exigir que
se T'3Speten las normas de desarrollo y garantía de los derechos
funda.mentales de Ubertad de expresión en RTVE y & 1mPU8­
Dar, en consecuencia, los actos recurridos. "

4.° La Sección Cuarta, por providencia de 10 de marzo, &COr~

dó admiUr el recurso de amparo 1. que se dirigiera comunlc....
ción al excelentísimo señor Presi entadel TnbunaJ. Supremo.
interesando la remisión de las actuaciones Judiciales. A petición.
del representante de los recurrentes y por providencia de 21 de
abril, la misma Secci6n &Cardó reclamar del Ministerio de 1&
Presidencia del Gobierno la remisión del expediente administra­
tivo del cese del señor Castedo y el nombramiento del sefior
Robles. Una vez recibidas tanto las áCtuaeiones Judiciales como
el expeditmte &dministrat-ivo, la Secci6n, po-r providencia de 215
de mayo y de conformidad con el articulo 52 de la LOTe. dio
vista de todo ello a las partes -por plazo cornl:m de veinte d1u
dentro del cual pudieron prc-sentar y presentaron sus alegapio­
nes tanto al Ministerio Fiscal romo el Abcgado del Estado que
había cportunamente fonnulado 'u comparecencia, no habiendo
presentado 1as suyas los demandantes,

5.° El Fiscal ganeral del Estado entiende que el Tribunal
Supr'm1o no ha violado el derecho a la tutela Judicial efectiva de
los recun-entes puesto que 6Itos hUl obtenido de aquél una re­
solución fundada. en derecho. con lo cual el derecho en cuestión.
queda satisfecho aunque la sentencia lee.. como en este caso,
de Inadmisi6n, y afirma que tOIJ!- al supuesto -como ciertamente
ocurre aquJ- de que la causa de inadmisibUidad apreciada por
el Tribunal ordi.narlo fuese cuestionada. .queda.I1a al margen del
proceso de amparo_, en yirtud de une. correcta interpretación
de las .articulos ....1. b) y M de la LOI'C Sin embargo, oree
conv':!nlente apuntar algunas ideas que le conducen igualmente
a pedir la desestimaci6n del recurso. pues aunque comprende
qUe los recurrentes accionaron no oomorepr8f¡lentantee. del Con­
sejo, sino como miembros del m16mo, opina que en cuanto tales
carecen de legitimación acU9'a, PU91 8610 podrfan tenerla ti •
diera en ellos, como exige el articulo 28.1. al de la LJCA, UD
..interés directo•• qUe según la lfu_· de la Jurisprudencia ha de
ler a la vez personal y legitimo. mientras que en el CMO: del
cese J nombramiento qUe 'e ma.pupan, no .e 4esprende para

loa recurrentes UD perjuicio propio 111 el interés directo es per­
sonal. pues la actuaci6n del poder público 110 les ataAe perso­
nalmente. Por todo ello concluye pidiendo la denegación del
~paro. .

6.0 El Abogado del Estado piensa que la presunta violación
del articule 24.1 CE. conduce a preguntarse si concurria o no
una falta de ~t1maciÓD de lOS lltJ.p.ntell en' el contencioso­
adm.inis1n.tivo de 1& Ley ./1.978, 4ue impidiera entrar en el
fondo del asunto. pues de concurrir es claro ,que el derecl'to de
los litigantes a la tutela jurisdiccional no fue violado. Para res·
ponder a tal interrogante pasa a examinar los criterios de legi­
timación en el oontencioso·adminlstrativo de la citada ley f!I'l/
lV78. La conclusión de su examen. es que los recurrentes no es­
ta.ban legitimados para recurrir contra ninguno de .IOS' tres ohje­
tos de su impugnación, y ello principalmente por las siguientes
razones: al La legitimación para promover el recurso conten­
closo.. administrativo de protección de derechos fundamentales
a que -se· refiere el artículo 53.2 CE Y que es el de la Ley
82/1978 (DispoSici6n transitana 2_ ~ 2. LOTCJ, la tienen aquenos
ciudadanos, el ejerci<:ici de cuyos derechos fundamentales haya
resultado violado por actos de la AdmJ.nistraci6n; b) es dudoso
que el Conselo de Administración de RTVE pudiera. impugnar
los Ree.1es Decretos de cese y :1ombra.miento del Director del
Ente Público. pero es claro que no podían hacerlo los miembros
del Consejo en cuanto tales y ello fundamentalmente porque la
hipotética' infracción de las garfl,ntias orgAnicas del articulo 12
del Estatuto de RTVE no implica una violación directa del
arttcul()--..20 de la Constit1lc!6n. pues a su Juicio la. infracción
de una norma de organización 160 loa medios a que se refiere
el artículo 20.3 CE, no constituye una infracción del derecbo

·fundamental que abre la vía de la protección de la Ley 82/1$78.
pUes tal infracción no entraña afección directa de la esfera
del derecho fundamental el la. :::ondici6n de 4imple ciudedane-.
no lEtgitima para recurrir en el :ootenoioso-adm1ni.5trativo espe4
ciaLde la Ley 6211978, contra el cese y nombramiento del Di­
rectO" de RTVE, ni aisladamente considerada, pues los dere.­
chos de los ciudadanos dei articulo 20.1 CE, no están directa­
mente afedados por aque:io.s Reales Decretos, ni sumada a 1&

·oondición de miembros del Consejo, pues la adición de ambas
condiciones aisladamente carentes. de legitimación no añade
nada a la suma. Por todas estas razones el Abogado del Estado
pide la denegaci6n del amparo.

7.° La Sala, en providencia de 22 de julio de 1982, nom­
bró ponente al Magistrado don Francisco Tomás y Valiente
y ,seña:ó para la deliberaci6n y votación de este recurso el
día 29 de' septiembre,

FUNDAMENTOS JURIDlCOS

Prlmero.-Nos encontramos an'ttl un recurso de amparo por
presunta violación de la 'tutela jurisdiceione.l efectiva. {artículo
24.1 CE) producida a juicio de ios solicitantes por no ha­
berles reconocido el Tribunal Supremo en 1& sentencia impug­
nada la legitimación que ellos afirmaban y afirman tener para
pedi'l" 1& protección en la vía contencioso--s.d.ministrativa esP&'
cia1 de la Ley 62/1978 (articulo 53.2 CE Y disposición transito­
ria 2.- 2 de le. LOTCl de los derechos fundamentales del Br4
tículo 20.1 al, dl y 20.3 de laConsUtución, Tanto los recurrentes
Como el Abogado del Estado conducen el hecho de la violación
al análisis de la legitimación activa en acauel proceso de modo
tal que lo que alU fue el examen de un presupuesto procesal
se convierte e.nte este Tribunal en la' cuesti6n de fondo puM
según _recQnozcamos o neguemos la existencia de legitimación
en el, proceso previo habremO(i de otorgar ó denegar el amparo.
Ello no significa sin tmbargo que el derecho a la tutela de loa
Jueces y Tribuna.lee pueda euestionaree en amparo ante este
Tribunal cada vez que uno de aquéllos resuelva la inadmisi6D.
de una demanda· por apreciar una determinada causa de in&d­
misibi1idad pues este Tribunal ya ha dicho Q.ue el d"Jrecho a
la tutela judicial se satisface -a.! obtener una resolución fun­
de.da en derecho... qUe podrá. ser de inadmisi6n o de desestima­
ci6n por algún motivo- formal cua.ndo concurra alguna causa de
inadrnlsibilidad y así 10 acuerde el Juez ~ Tribunal en aplicaci6n
razonada de la misma.. (sentencia en RA 219/1981 de la Sala
Primera de 29-' de marzo de 1982 _BoleUn Oficial del Estado­
de 21 de abril de 1982l de donde se infiere que la simple exis­
tencia de una sentancia de inadmtsi6n fundada o razonada en
Derecho satisface noonnalmente el derech, a la tutela efectiva
de Jueces y Tribunales y la comprobación en esta sede de ta.­
tes h-echos debe conducir sin más -a 1& desestimación del am­
ps:ro sin entrar a analizar si la causa de tnadmisión apreciada
por el Tribunal ordinario se dio o. no en el proceso corresPOU­
diente. Ahora bien. cuando el objeto de tal proceso previo sea
la tutela Judicial de loe derechos t"M-mentales y Jibert&del
públicas (artfculOl 14 • 29 Y 30.2 CE ,.. arlleuIo 41.1 LOTCJ
el proceso pl9'1io sea el de la. Ley 82/1978 o en su dia el pre­
visto por el articulo 53.2 CE y la causa de inadmisibilidad
&ea la falta de legl:tlmaci6n. este Tribunal DO puede contraer
el examen d'81 calO a la mera -::omprobaci6D de que huba una
lentencl& fundada 8Il Derecho ,ino q'Cllt ha de entrar a anaIJ,.
zar la concflTl"8DC1& o no de 1& falta de legitimación. pues _
el .supuesto de que 6eta hubiera ddoiD~tamenteapreciada
por el Trlbunal ordlD&rlo qued.rllm Iln protección ui tutela
etect!va el dereebo o dereChoo __WeI en cada C8lIO

deballdo y In elm:lclo quedaria de _ lDdebldamente re'
trlugldo. hipótesis ante l. cual .ste TrlbUD&1 no podrfa pe""
nacer pasivo. pues QOJIlO tam.bién JI& 8I.lru.do en alguna (K
_ ..._ q... 00""1..... tJ etarc1ckl _ 101 clud&d&uos de :
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derechos que la Constitución lel reconoce pod.ri cOnsiderar...
nunca ajeno a este Tribunal. (sontencia en RA 203 Y 216/
1930 de la Sala Segunda de 17 de Julio de' 1ll81.•Boletin Oficl&l

. del Estado. del cIJa 13 de agosto de 1981J. Procede PUetl, ea·
mina.r en este caBO al los IOJicitan&e.s ahcra en amparo y antes
recurrentes en el pl'OOEl6O oo.ntencloso-edministrativo especial
eataban legit4nados o no para impugnar llIl él los Reales D&­
cretos 2387 y 2366, de 23 d& noviembre. de 1Q61 y la -exigencia
de dimisión. según ellos formulada por el Presidente del Gó-
blerno a don Fernando Castedo.· ,

Segundo.-Loa recurrenree se consideraban legitimados act!­
yamente para impugnar ese triple objetivo, afirmahan actuar
en su doble condic.lón de ciudadan<l6 y de miembros del Con·
sejo de Administración del" Ente Público RTVE y entendían que
con los actcs por ellos ¡mpugn3dos hablan· sido violados 106
derechos fundam9lltaJes o libertades públiOllS reconocidas POr
la ConstItución en su arUcuJo 20.1 al Y dl Y 3.

Conviene preds..- todo lo posible el planteamiento del pro­
blema desechando aquellos enfoques o razonamiento, erróneos,
lleCundarios o subordinados. Asl. el nombramiento del señor Ro·
bies Piquer en el Real Decreto 238ilI1981 , sólo parece impug­
ne.do indirectamente o por consecuencia de 1& pretendida nulidad
de los otros objetos de la impugnación. Por lo que concierne a. la
legitimación. es claro que los recurr~ntes en la vía contencioso·
administrativa no pretendían sor representantes del Consejo de
Administración de RTVE ni actuaron en nombre de él, como
creyó el Tribunal Supremo, de modo que la argument<LCión de
éste en relación con la falte de acuerdo mayoritario del Con·

t' sejo que les atribuyera tal representación carece de fundamen­
to suficiente. Tampoco resuelve el problema el otro argumento
de le. sentencia en orden a 1& inexistencia de acción popular para
promover la defensa de los derechos fundamentales por parte
de cualquier ciudadano, pues aun· siendo evidentemente cierto
'este razonamiento, no lo eS menos que los litigant"" lo fueron

. en su dcble condición de ciudadanos y de miembros del Consejo
de Administradón de RTVE y.en este aspecto, quo es el fun·
damental, su legitimación no fUe examinada por la sentencia
impugnada. Por todo lo que antecEde hay que concluir que el
objeto preciso de nuestro examen consiste en dilucidar si los
miembros del Consejo de Administración de RTVE estaban le·
gitimados en cuanto tales para Impugnar, en defensa de los
derechos contenidos en el articulo 20.1 al y dI y 3 de la Cons·
tituci6n .la exigencia de dimisi6n. formulada al señor Castedo
y el Real Docreto de cese del mismo. A ello contraeremos nues·
tro examen, teniendo siempre en cuenta las limitaciones deri­
vadas de los articulos «.l.bl y 54 de la LOTC.

Tercero.-Para resolver el probl~ma de la legitime.clón asl
planteado, no basta con el a.nálisls· del articulo 28.1 al de 1&
WCA en virtud de la remisión que a elle se oontiene en el aro
ticulo 6 de la Ley 62/1978.. de modo que todo se reduzca a decidir
si Jos miembros del Consejo estaban o no legitimados en fun·
ción de que se les reconozca o no un .lnterés .directo. en los
actos de la Administración impugnados. En relación con la
impugnación de actos de la AdministracIón hipotéticamente
atentatorios contra 'algún derecho fundamental o libertad pÚo
bJice., y que son precisamente los impugnables a través del
proceso oontencioso-administrativo especial de 1& Ley 62/1976
como vla previa para el amparo constltuci=al ante este· Tri·
bunal (artIculo 53.2 CE y disposición transitoria 2.' 2 de
la LOTCl, basta con la exigenCia de un .Interés legítimo. en
el litigante para reconocerle la iegitimación que le otorga el
articulo 162.1 bl, de la Constitución, expresIón esta (.interés
legítimo.1 mIÍS amplia que la de la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-AdminIstrativa (.interés directo.l, y que no puede
entenderse referida exclusiv8Jl1<lnte a la fase del amparo pI>­
dido ante el Tribunal Constitucional, sino. extensiva a la fMi'
previa de que habla el artículo 53.2 de la CE, pues de otro
modo la restrictiva interpretación de la legitimación en la via
judicial previa ante la que Se recaba la tutela general enco­
mendada a los Tribunales de Justicia (articulo 41.1 LOTCl, de
las libertad" y derechos reconocidos en los artícu'os 14 a 2l' y
30.2 de la Constitución (articulo 53.2 CEl, harla moperante e
Impediría la amplitud de le~itimadón activa con la que la
Constitución ha configurado la defe.nsa de ta'"" derechos por
medio del rocurso de amparo. .

Para saber si en este caso los miembro; del Consejo pueden
hacer valer Un interés legitimo y no personal para impugne.r
lo que Impugnaron es necesario analizar previamente cuál es
la competencia d&1 Consejo en relación con el supuesto de la
dimisión, cese y nombramiento 'de' DIrector del Ente Público,
supuesto que obviamente no encaja en &l'a\-tfculo 8.1 al en rela·
ción con el 4 dI del Estatuto de RTVE, lo qU& permitiría apre­
ciar más fácilmente ese mterés y 1& consiguiente legitimación
de los miembros del Consejo en cuanto tales, sino, en prin·
cipio, en Ips artículos 12.1 y 8.1 bl del mismo Estatuto. LJel mis·
mo modo es necesario dilucidar qué derecho fundamental o JI.
bertad públice. de los ciudadanos se halla en juego oon ocasi6n
de la dimisión o del cese en cuestión. y en relación CDn el
cual podría aduclrse ....ueJ posible interéB legítimo de los litl·
gantes, pues es 8Yidente que, de no estar Involucrado en los
actos impugnados ningún derecho fundamenta.!, el citado Interés
careceríe. de objeto.

En relación con el cese del D1r6CtÓr de RTVE, el Estatuto
del Ente Público reconoce una clerte intervención al Consejo de
Administración al establecer que é'ste deb&rá ser oído por el
Gobierno (artic~o 12.11 y enumera a continuación tres causas
con fundamento en las cuales podri acorde.r en resolución moti·
Yada ..1 cese. ~ verdad, como afirma.ron 108 recurrentes en 1111

"-
demanda Inicial, que el Estatuto :le RTVE ni siquiera menciona
entre 1118 causas del cese del Director su dimisión. pero tal
silencio no puede signifioe.r en absoluto que 1& dimiBióJ.J esté
prohibida; mIÍS bien cabe inferir del artículo 22.2 CE que si
todos los ciudadanos tienen el derechv a aoceder a cua.quíer
cargo público también tienen el de dimitir de &!los, de,i.ióu que
le Jnserta en la esfera de la libre disposiCIón indivldual y que
no estando prohibIda (y no lo astáJ está permitida, aun~ue
pueda admitir en cada Ca.80 las Hmitacloneó estab ecida.s por la
legislación reguladora del cargo en cuesti6n y que en el que
nos ocupa no aparecen recogidas en el Estatuto de RTVE, que
no atribuye por lo mismo al Consejo ninguna inten·ención a la
horro de admitirla. En este CIllIO, lo único cierto y probado es que
el entonces Director dimitió por carta fechada a 23 d& octuore­
y que no ha sido impugnada nI por lo cohcerniente a la fecha
ni en lo relativo a la firma, y que w.1 dimisión, presenwda y
admitida, es el fundllilllento 6%JlreBo y único de¡ Real OGcr...
to 2367/1981, que no es por lo tanto &ncU6drable en los supues­
tos del artIculo 12 del Estatuto de RTVE donde se regu:a ei
cese por iniciativa del Gobierno. Pero nI de estos hechos. ni
del ulterior nombramiento del DIrector general siguiente (para
el cual se cumplió el requisito del artículo 6.1 b del cit~dD

Estatutol puede coleglrse violación directa d& ningún derecho
fundamental de los menclonados por los recurrentes en el pro­
ceso contencioso-administrativo, por la que la legitimación adu­
cida por los litigantes carece de objeto pues no se ve impli­
cado en los hechos ningún derecho fUndamental rns}lecto a cuya
defensa pudiera predicarse el .interés legitImo» de los litigantes,
y por consiguiente la sentencia del Tribunal Supremo de 15 de
enero de 1982, a.l apreciar en su fallo le inadmisibilidad del
recurso contencioso-administrativo presentado por los hoy soli­
cItantes del amparo, no vio!6 su derecho a la tutela jurisdic­
cional efectiva reconocido en el artículo 24.1 de la Constitución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribuna.l Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU­
ClaN DE LA NACION ESP"ANOLA,

Ha decidido,

Denegar el amparo solicitado en eL presente recurso de ampa·
ro interpuesto por don José Maria Calviño Iglesias, don Fran·
cisco Fernández Marugán, don Roberto Dorado Zamorano y
don Ramón Gómez Redondo.

Publiquese esta sentenc1& en e' .•Boletin Oficial del Estedo.,

Madrid, 11 de octubre de 19B2--Jerónimo Arozamena Sie­
rra, Francisc<l Rubio Llorente. Francisco Tomás y Valiente,
Plácido Fernández Viagas, Antonü Truyo, Serra.-(FiI'II1ado y
rubricado'!

Voto particular que formula el Magistrado seflor Fernández
Viagas a la sentencia de esta fecha dictada en el recurso de
amparo número 4011_.

Me veo obligado a disentir dicha resolución, mediante este
voto particular en el que exprll60 mi opinión discreopante defen·
dide. en la delibere.ción.

Entiend& el discrepante que Stl debió astimar el amparo
solicitado en este recurso, interpue~to por don José María Cal·
viflo Iglesias y otros .y, por tanto, reconocerl.... la legitimacIón
que ellos afirmaban tener para pedir la protección, en la vía
contencioso-administrativa, de los derechos fundamentales del
artículo 20, 1, al, y dI Y 20, 3, de la Constitución.

El Magistrado que suscribe este voto particular, para llegar
a este tallo, que entiende debió dictarse. asume la mayor parte
de la fundamentación de la sentencia a que nos referimos. E·n
efecto, la misma reconoce expresamente que lo Q1,l0 en el proce­
SO previo constituyó el examen de un presupuesto procesal
-legitimación activa- se convierte aote este Tribunal en la
cuesti6n de fondo, de suerte que si reconocemos 1a legitimación
habremos necesariamente de otorgar el amparo; que ello no
signUica, sin embargo, que el derecho a la tutela judicIal pueda
cuestionarse cada vez que un órgano del Poder Judicial resuelva
la inadmisión de la demanda, pues tal derecho a la tutela se
satisfac& al obtener una resoluci6n fundada en derel:ho aunque
sea den&gatoria; de esta afirmación que aca.bamos de sentar,
recogiéndola de la propia sentencia de que disentimos, no cabe
deducir que en todos los casos sea. suficiente que la nege.tiv.&
aparezca formalmente fundada,. Y sobre todo. no e!l posib'e hacer
1&1 deducción cuando el objeto del proceso previo sea la tutda
judicial de los derechos fundamentales y la protección de le.s
libertados públicas, PUIl6 cuando tal circunstancIa se da y el
proceso previo sea el de la Ley 6211Q76, Y 1& causa de inad­
miS'ibilidad sea 1e. falta de legitimac.lóll.....te Tribuna] no puede
contraer el examen del casO' a la mll'l'B comprobación de que
hubiera una sentencia fundada &n -derecho sino que ha de entrar
a matizar la concurrencia de 1& legitimación misma.

En virtud de esta concatenacl6n de argumentos que recoge­
mos de la sentencia a que nos referimos. procedía exanllnar est-e
tema de 1& legitimación en el proc:aso ocntenci03O-adminLstra~
tivo, para impugnar en él los Reales Decretos a que el r~u~so
se oontraia y la .exlgencla d& dimisión.. formulada, segun lOS

recurrentes por. el Presidenta del Gobierno a don Fernando
Q¡,stedo.

Al acometer tal examen es de reconocer, también cerno lo
hace la sentencia de que disentimos que los recurrentes en ia
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vía contencioso-edministrativa no pretendían &er representantes
de 1 Consejo de Administración de R'I'V'F-., sino que actú&n en
su doble condición de ciudadanos y mi~bros del Consejo de
Administración; dicho aspecto no fue examinado por la aenten­
cía impugnada y lo hace la Resolución B qUe este voto particu­
~ar 3.e remite de form6 que taJ.nbién es aceptada por el Magis­
trado que suscribe, en cuanto define el concepto del interés
bgit;mo y que conduce a la legitima,¡;:lón de los miembros del
Cor,Se¡O de Admi.nistración de. RTVE cuando, con ocasi6n del
ei"'rcicio de competencias de dicho órgano tengan noticia de vio­
;ad)r, ::ometida contra algún derecho fundamental.

Toda la fundamentación, hasta aq,uí sintetizada, lleva.:ria a
nu.:,::tro parecer, a un desenlace 1iametralmente opuesto al- de la
st'ntencia de Que disentimos pues. aun SiR entrar. porque ello
pert~n€ce al fondo det asunto. en las circ.unstancias y porme·
nor:",s de la presunta dimisión del señor Castedo. ni si tal dimi­
sión le fUe o no exigida y en qué momento, lo que estimamos no
puede de('irse es que la misma no gua.rda relación con 1&
v;o:ación de ningún derecho :undamenta.: o libertad púbUca.
ni tampoco que los aspectos con.c~mientes a dicha dimisión sólo
in':umb¿>n a· propio señor Castedo.

El <l.rUculo 20 .de la Constitución reconoce y protege los
derechos a la expresión y difusión del pensamiento; a la pro­
ducción y creaciÓn literaria artística científica y téCnka~ 8 la
libertad de ::::áted.ra y a comunicar 'f recibir información 'feraz
lepI~tl.tes al, bl, cl y dl, de su apartado primero), Junto

a. estos derechos se previene que el legis,e.dor configurarA loª-

derechos especificos de los profesionales de la COmunicación
(20, 1, d) ..io fine.).

Pero el propio articulo contiene el mandato al legislador de
regular el control parlamentario de los medios de comunicación
y de garantizar el acceso !lo dichoS medios de ios grupos socie.les
significativos respetando el plura:ismo político de la so~

ciedad (20, 3). Y es asi cómo d legislador constituyente reco­
noce a la libertad. de expresión UD aspecto instituciona.l que
tiende a asegurar, en el plano de la· información, el pluralis­
mo político que el articulo primero proclama como uno de los
valor-es superiores del crdena.miento político

Por todo ello estimamos que el cese de: señor Oastedo a.fecta
al dere<:ho fundamental o libertad públ1Ql1 de expresión y por
tanto concurre al único requisito alJ cuva supuestEl. ausencia se
basa la sentencia de que disentimos para. DO reconocer la legi­
timaciÓn de 106 recurrentes en el presellta recurso de' amparo
'l es por ello que debiÓ ser reconocida '/ entra.r en el fondo del
asunto, pues ni el fallo que T)ro-pugnamos ni el reconocirtliento
de la legitimación por el órge.no iudicial competente prejuzgan
la legalidad. o ilegalidad del -::esp. ni, en todo caso, que la
posible ilegalidad entraña o no iIlconstitucionalidad. Lo que pro­
pugnamos es el reconocimjento 1e la legitimación que hiciera
posible 16 tutela judicial de los r€<-urrent&.:: para discutir todo
ello en el proceso c~rrespondi€nte

Madrid, 13 de octubre dé 1992.-Plácido Fernández Viagas.
Firmado y rubricado.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la sigui'O'nte

En el recurso de amparo número 218/1981, promovidos por el
PrDcurador dOl! J'ó's;is Alfare Matos, en nomb:'e y representación
de den X. Y. Z., qUe actúa en su propio nombre, y como re­
pr'-'er.tant.¿ legal d(> ~Ediciones Amaika, S.A.• , sobre nulidad
d·:: ~a" :'~"~.:::luciones dictadas por Tribunal Supremo en Pleno,
L(:!';"i ,(Uldo en Sala de Justicia. Ha sido parte el Fiscal general
d0~ ESU1do y Ponent~ el Magistrado don Plácido Fernández Via·
gas Quien expr:;sa el parecer del Tribunal.

condena. el qUe los procesados eran sólo reprochables en cuan­
to a .exceso en defensa de sus ideas; es decir, qua el tener ex­
plosivos para utilizarios contra pi:Jrs<ma.s de ideología contraria.
Se consideraba como un dato encomiable lo .cual es rechazable
absolutamente como reconoce el auto que desestima. la querella,
el cüal hace Injusto también el fallo Y. si se niega la posibilidad
de querella, se está negando la efactiva tutela juridica solicita­
da; el propio auto considera inaceptable el reconocimiento que.
para rebajar la pena, se considere que no se utilizaron los explo­
sivos durante bastante tiempo y 9110 cuando se trata precisa­
mente de una acto atentatorio contra la vida Y la integrid6d
física de las personas; por lo demáS, el auto considera qu'e la
sentencia es -benigna.. ~ en cuanto a la _fundamE'ntación legal.
se invocaba que se trata de derechos y libertades susceptibles
deampa.ro oon.stitucional que tilmen su origen inmediato en un
acto de los tribunales, habiéndose agotado 108 re.curSOs utiliza..­
bles e invocado los preceptos _constitucional,es vulnerados y cum­
plido ~os demás requisitos procesa.les: en cuanto al fondo, 68
reiteraha la. solicitud de tutela juridica efectiVa para la que no
es suficiente una r~lución formal consi,stente en dictar un auto
que deniegue la posibilidad de la querella y ello a pesar de des-­
echarse el argumento referido a la utilización de explosivos por
razones ideológicas y a pe~ también de considerar benigna la
sent·encia; el Tribunal Supremo en Pleno, con esta reso~ud6n,

está negando la igua-ida.d ante la Ley, dando a los MagistradOlil
una credibilidad, por razón de su cargo, a lo que no son acree­
dores~ wrminaba con la súplica de que se dictara en Su día
sentencia otor~f'.ndo el amparo solicitado 'l declarando nulas las
decisiones del Tribuna1 Supremo (lUe vUln.élra.n los derechos -cons·
tituc;onales de segurldad, integrid"'ld física, vida, igualdad, no
discriminación y tutela legal Y efectiva,

2. A dicho escrito recayó providencia de fecJ1a 23 de sep­
tiembre de 1981, eri la que se hada sflber 8, los interesados la
po.c;ible existenci9. de la caUSQ de inadmisibiljdad del artf­
CUlO 41).1 en relación con el 50,1.b) d"3 la Ley Orgánica del. Tri­
bunnl Constituciona,l {l.O. T. C.l por lo que se otor~aba un pla~

zo común de diez días al Ministerio Fiscal y al solicitante, para
alegaciones.

3. En dicho plazo, el Fiscal a.legó que la enumeraciÓn de
derechOs con:':ititucionales supuestamente vulnerados carece de
l.as minimas €xí'l'encias de oon.creciÓn 'l de qUé manera el de­
recho del recurrente a la seguridad puede ha~r sido vulnerado
por la resolución recurrida. y ello de modo inmediato y directa:
la tutela efectiva de los 'tribunales no puede ser identificada
<:on el contenido materi¡¡¡l de la pretensión si no se quiere con~

vertir la justicia con'6titúeíonal en un&. instancia revisora, en con·
tradicd6n con el marco jurídico que le es propío,

4. En 15 de octubre de Ul81, el recurrente presentó también
sus alega-cion61S en que reiteraba su' anterior expOSición, sobre
los d~rech06 y libertades VUlnerados y concretamente 10 que
se refiere a la tutela efectiva que garantiza el articulo 24.1 de
la Constitución, dis.criminando privilegiadamente a unos Magis­
trados a los que ~ acusa de cometer un dellto de apología. del
terrorismo y pese a eno las reo;oluciones recurrida,s les exoneran
de toda responsabilida-d lo QU'3 conculca-el principio de igualdad
por cirrunstancias personales y sociales, poniendo al mismo tiem­
po en peligro el derecho a la vida y a la seguridad del recu­
rrente; terminaha con la súplica de qu.e se admitiera el amparo
Y que se restableciera este derecho mediante la orden de admi­
sión y-trámit.e de la querella y los demAs pedimentos que yp
estfiban formulf'.dos

5. Por provlv:kncia de 2 de dici-embre de 1981, la Sala aC01
elevar al Presicte-nte del Tribunal el recurso de ampe.ro, a
de qua, como dispone el &rtfeulo 10.k de 1& L, O. T. C~. pudio

Pleno. Recurso de amparo número 218/1981. Sen­
tenda número 81/1982, de 13 de octubre.30181

1. ANTECEDENTES

1. El procurador de los Tribunales don Jesús Alfara Matos.
e-n n:pce':'(;I1tación de don X. Y. Z., que actuaba en nombre pro.
pio :;. a ;a vez, como representante lega.l de ..EdiCion3/; Amaika,
So":",·-"aü Anónima.. , mterpuso con fecha 28 de julio de 1981
r&~;;-so de amparo ante esu, Tribunal cuyOs ante<;edentes ha.·
cía:1 consta.r que. como consecuencia. de la explosión de una
bomba co:ocada en la redacción de la revista ..El Papus.. di la
citil·Ja editorial, se :'iguieron actuaciones de las que se desglosa­
ron;as correspondientes a tenencia de -explosivos Contra tres
de' lOS. detenidos, siguiéndose un sumario- en el que recayó
ser.t;'>'"!.Cla de 25 de er..ero de 1979 dictada por lOS Magistrados
don L Y. X. (Presidente), don Y. Z. Y. y don A. B. C.·en la que
Sp decl~raba J?roba.10 que los tres procesados pertenecen a un
gr'",¡PQ ;~eológlCO adversario de los de inspira<:ión marxista Y.
con el flD de combatir a éstos. estaban destinados los artefac~
tos explosivos que fu-eron ocupados; se calificaban los hechos
como constitutivos de un delito de teoencia de explosivos, coo­
ten Ido en el articuJo 264 del CócUge Pena.l, del qu"e eran respon­
sables, Em coh.cepto de a.utores, , 10& procesados; pero se ponde~
raba, a efectos de graduar la pena., la conducta de los proce­
sados, -s610 reprochables en. cua.::.to a los excesos que durante
in~urndo ~n defensa da sus ideas .... , así como que durante
mas ~e tres meses permanecieron sin utilizar los explosivos Y
tHmb,én se tuvo en cuenta la re~orma que, en la. normativa le­
ga! ap1i:ca:ble, i~trod.uoa la Ley 82/1978, de 28 de diciembre...de
rr e')' prOXlma vlgenCla~; razones por las que la Sala optó por la
p' ;18. ~nr€:rjor en segundo grado, 'en su tope minimo, y condenó
a ,()" procesados a la d3 seis meses y un día de presidio res­
P<'¡~j-¡; a C. B. A. '/ B. A. C, y a le. de dos meses de arresto
m'j";or a D. E. F.; el recurrente estimó estos hechoi como consti~
tut! \'OS de un delito de prevaricación e interpuso querella, vién­
d,,;:;~ el correspondiente antejuido ante ei Tr1bun&J Supremo en
Ph'lO QUe dictó auto de fecha 2 de julio de 1981 en el que de­
Cl·!:Ó "0 admitir dicha qu~lla; ~ interpuso r~urso, desaten~
d'dQ p<Jr auto de 14 efe julio de 1981; la. demanda estableció los
s';gli.entes hechos: La Sala considera causa para rebaju la

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Ma.­
nu'}l Garcla Pelayo y Al<onso, Presidente; don Jerónimo Aroza­
mi'r:a Sierra, Don Angel L&torre Segura, don Manuel Diez de
Ve~asco Vallejo, dan Frandsco Rubio Llorente, doña Gloria
Begllé Cantón don Luis Diez Picaza, don Francisco Tomás y
V"';;enoo, don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escudero
del Corri'\ 1, don Plácido Fernández Viagas y don Antonio Truyol
S",rra, Magistrados, ha p.ronunciado


